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1. EL HECHO IMPONIBLE 

La normativa del Impuesto sobre la Renta de No Residentes (IRNR), Real 
Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo (TRLIRNR), afirma en su artículo 12 
que el hecho imponible del gravamen viene constituido por “la obtención de 
rentas, dinerarias o en especie, en territorio español” por parte de aquellos 
contribuyentes que reúnan la condición de no residentes a tenor de lo dispuesto 
en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF).  

El IRNR viene a completar, junto al IRPF, el gravamen de las rentas obtenidas 
en territorio español, siendo este impuesto, según el art.1 del TRLIRNR, un 
tributo “de carácter directo que grava la renta obtenida en territorio español por 
personas físicas y entidades no residentes en el mismo”. Al mismo tiempo, el 
TRLIRNR deja fuera del ámbito del impuesto las rentas que se encuentren 
sujetas al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (art. 12.3.). 

El art. 13 del TRLIRNR desarrolla las rentas que se pueden considerar obtenidas 
en España, haciendo una relación de los diferentes tipos de rendimientos; de 
actividades económicas, del trabajo, dividendos, intereses, cánones y otros 
rendimientos de capital mobiliario, de capital inmobiliario y ganancias 
patrimoniales que el legislador considera sujetas al tributo. 

Una característica del TRLIRNR es que no hay una definición de las rentas 
gravadas en el art. 13, salvo el caso de los cánones que sí ofrece un elenco de 
rentas que se incluyen en dicho concepto. El art. 13.3 remite expresamente a la 
Ley del IRPF para realizar la calificación de las rentas: 

“3. Para la calificación de los distintos conceptos de renta en función de su 
procedencia se atenderá a lo dispuesto en este artículo y, en su defecto, a los 
criterios establecidos en el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
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de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2004, de 5 
de marzo.” 

Es relevante resaltar que la remisión se realiza a la Ley del IRPF y no a otra 
norma tributaria que pudiera tener también una definición de dicha renta, un 
ejemplo puede ser la calificación como renta de actividad económica que se 
puede encontrar en el art. 27.1 de la Ley del IRPF y en el art. 5 de la Ley 27/2014, 
de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades (LIS). Por mandato del art. 
13.3 habrá que acudir a la Ley del IRPF para determinar cuando una renta es 
calificable como rendimiento de actividad económica a los efectos del IRNR. 

También contiene la norma un precepto específico sobre la presunción de 
onerosidad en su art. 12, cuando establece que se presumen retribuidas, salvo 
prueba en contrario, “las prestaciones o cesiones de bienes, derechos y servicios 
susceptibles de generar rentas sujetas al Impuesto”, preocupándose asimismo 
de asignar a dichas rentas presuntas una específica fecha de devengo, en 
defecto de un momento definido para su exigibilidad: el 31 de diciembre de cada 
año (art. 27.2 TRLIRNR). Esta presunción tiene importantes consecuencias 
prácticas, ya que invierte la carga de la prueba, obligando al contribuyente a 
demostrar, en su caso, el carácter no retribuido de determinadas operaciones. 

La presunción de onerosidad tiene naturaleza de norma anti abuso para evitar 
que, mediante la calificación artificiosa de operaciones como gratuitas, se eluda 
la tributación por el IRNR. La Administración tributaria puede, en virtud de esta 
presunción, considerar que determinadas operaciones han generado una renta 
sujeta a tributación, salvo que el contribuyente pruebe fehacientemente que se 
realizaron a título gratuito. La aplicación de esta presunción exige, no obstante, 
que las operaciones sean susceptibles de generar rentas sujetas al IRNR, lo que 
implica valorar cada caso concreto según su naturaleza y características. 

Por último, también en relación con el hecho imponible, el art. 15.2 recoge una 
obligación de valorar conforme al principio de libre competencia las operaciones 
realizadas por los contribuyentes del IRNR con personas o entidades vinculadas 
en los términos del artículo 18 de la LIS, art. 16 dice literalmente la norma en 
referencia al antiguo Impuesto sobre Sociedades. 

También hay remisión al art. 18 de la LIS en cuanto a quiénes van a ser 
considerados como persona o entidades vinculadas, siendo siempre vinculadas 
las operaciones entre: 

- Un establecimiento permanente situado en territorio español y su casa 
central. 

- Un establecimiento permanente situado en territorio español y otras 
entidades vinculadas a la casa central. 

- Un establecimiento permanente situado en territorio español y otros 
establecimientos permanentes de la casa central tanto en España como en el 
extranjero. 
 

2. ÁMBITO TERRITORIAL DEL IMPUESTO 

El ámbito territorial del IRNR se refiere al espacio en el que se aplican las 
obligaciones fiscales relacionadas con este tributo. Según la normativa vigente, 
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el IRNR grava las rentas obtenidas por personas físicas o entidades no 
residentes en el territorio español, definido como: 

- El territorio del Estado español, incluyendo el espacio aéreo y las aguas 
interiores. El mar territorial, que comprende hasta 12 millas náuticas desde la 
línea de base. 

- Las áreas exteriores a él, en las que, con arreglo al derecho internacional 
y en virtud de su legislación interna, el Estado español ejerza o pueda ejercer 
jurisdicción o derechos de soberanía respecto del fondo marino, su subsuelo y 
aguas suprayacentes y sus recursos naturales. 

El gravamen de las rentas por este impuesto viene determinado por su conexión 
con el territorio español, siendo varios los criterios utilizados para realizar esta 
conexión, como el criterio de territorialidad, pago o la utilización. 

Por consiguiente, a tenor de la normativa doméstica, el territorio español no sólo 
comprenderá el espacio territorial peninsular e insular, así como “las aguas 
interiores» y el «espacio aéreo”, sino también el mar territorial y las áreas 
exteriores al mismo (Ley 10/1977, de 4 de enero, sobre mar territorial y 
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar.)  

Las áreas exteriores al mar territorial son espacios marítimos que se encuentran 
más allá de las 12 millas náuticas desde las líneas de base de un Estado 
ribereño. Estas áreas incluyen: 

1. Zona contigua: Se extiende desde el límite exterior del mar territorial hasta 
las 24 millas náuticas. En esta zona, el Estado no ejerce soberanía plena, pero 
tiene derechos en materias como aduanas, fiscalidad, migración y sanidad. 

2. Zona económica exclusiva (ZEE): Comprende hasta 200 millas náuticas 
desde las líneas de base. En esta área, el Estado tiene derechos exclusivos para 
la explotación y conservación de recursos naturales, tanto vivos como no vivos, 
y para actividades económicas como pesca y minería. 

3. Plataforma continental: Incluye el lecho y subsuelo marino más allá del 
mar territorial, hasta el límite donde el Estado puede explotar recursos minerales 
y energéticos. 

4. Alta mar: Es un espacio marítimo fuera de la jurisdicción nacional, donde 
rige el principio de libertad para actividades lícitas como navegación y pesca. 

Estas zonas están reguladas por la Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar (CNUDM), que establece los derechos y obligaciones de los 
Estados en cada área. 

Por su parte, el art. 2.3, como en otros impuestos, establece que el IRNR se 
aplicará en «todo el territorio español», aunque «sin perjuicio» de los regímenes 
tributarios forales y «teniendo en cuenta» las especialidades específicas en 
Canarias, Ceuta y Melilla. Tanto las Diputaciones Forales del País Vasco como 
Navarra tienen asumidas la competencia normativa y sobre la tributación de los 
no residentes sobre las rentas obtenidas por éstos en esos territorios. El art. 21 
de la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico 
con la Comunidad Autónoma del País Vasco establece en el art. 21 en redacción 
dada por la Ley 3/2025, de 29 de abril que “El Impuesto sobre la Renta de no 
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Residentes es un tributo concertado de normativa autónoma”, fijándose en el art. 
22 cuando las rentas se entiendan obtenidas o producidas en el País Vasco:  

“a) Los rendimientos de explotaciones económicas, cuando las 
actividades se realicen en territorio vasco. 

b) Los rendimientos derivados de prestaciones de servicios, tales como la 
realización de estudios, proyectos, asistencia técnica, apoyo a la gestión, así 
como de servicios profesionales, cuando la prestación se realice o se utilice 
en territorio vasco. Se entenderán utilizadas en territorio vasco las 
prestaciones que sirvan a actividades empresariales o profesionales 
realizadas en territorio vasco o se refieran a bienes situados en el mismo. 

Se atenderá al lugar de la utilización del servicio cuando éste no coincida 
con el de su realización. 

c) Los rendimientos que deriven, directa o indirectamente, del trabajo: 

a’) Cuando provengan de una actividad personal desarrollada en el País 
Vasco. 

b’) Las pensiones y demás prestaciones similares, cuando deriven de un 
empleo prestado en territorio vasco. 

c’) Las retribuciones que se perciban por la condición de administradores 
y miembros de los Consejos de Administración, de las Juntas que hagan sus 
veces o de órganos representativos en toda clase de entidades, conforme a 
lo previsto en el apartado Cuatro de este artículo. 

d) Los rendimientos derivados, directa o indirectamente, de la actuación 
personal en territorio vasco de artistas o deportistas o de cualquier otra 
actividad relacionada con dicha actuación, aun cuando se perciban por 
persona o entidad distinta del artista o deportista. 

e) Los dividendos y otros rendimientos derivados de la participación en 
fondos propios de entidades públicas vascas, así como los derivados de la 
participación en fondos propios de entidades privadas en la cuantía prevista 
en el apartado Cuatro de este artículo. 

f) Los intereses, cánones y otros rendimientos del capital mobiliario: 

a’) Satisfechos por personas físicas con residencia habitual en el País 
Vasco o entidades públicas vascas, así como los satisfechos por entidades 
privadas o establecimientos permanentes en la cuantía prevista en el 
apartado Cuatro de este artículo. 

b’) Cuando retribuyan prestaciones de capital utilizadas en territorio vasco. 

Cuando estos criterios no coincidan, se atenderá al lugar de utilización del 
capital cuya prestación se retribuye. 

g) Los rendimientos derivados, directa o indirectamente, de bienes 
inmuebles situados en territorio vasco o de derechos relativos a los mismos. 

h) Las rentas imputadas a los contribuyentes personas físicas titulares de 
bienes inmuebles urbanos situados en territorio vasco. 

i) Las ganancias patrimoniales derivadas de valores emitidos por 
personas o entidades públicas vascas, así como las derivadas de valores 
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emitidos por entidades privadas en la cuantía prevista en el apartado Cuatro 
de este artículo. 

j) Las ganancias patrimoniales derivadas de bienes inmuebles situados en 
territorio vasco o de derechos que deban cumplirse o se ejerciten en dicho 
territorio. 

En particular, se consideran incluidas en esta letra: 

a’) Las ganancias patrimoniales derivadas de derechos o participaciones 
en una entidad, residente o no, cuyo activo esté constituido, principalmente, 
por bienes inmuebles situados en territorio vasco. 

b’) Las ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión de derechos 
o participaciones en una entidad, residente o no, que atribuyan a su titular el 
derecho de disfrute sobre bienes inmuebles situados en territorio vasco. 

k) Las ganancias patrimoniales derivadas de otros bienes muebles 
situados en territorio vasco o de derechos que deban cumplirse o se ejerciten 
en dicho territorio.” 

 
3. FORMAS DE SUJECIÓN AL IMPUESTO 

El artículo 15 del TRLIRNR establece dos formas de sujeción al impuesto con 
dos regímenes de tributación diferente:  

• Rentas obtenidas mediante un establecimiento permanente (EP) situado 
en territorio español, en cuyo caso se tributará por la totalidad de la renta 
imputable a dicho establecimiento, cualquiera que sea el lugar de su obtención. 

• La segunda forma de sujeción es la de las rentas obtenidas sin mediación 
de establecimiento permanente en cuyo caso tributarán de forma separada por 
cada devengo total o parcial de renta sometida a gravamen, sin que sea posible 
compensación alguna entre aquéllas. 

Junto a estos dos tipos generales de sujeción existen ciertos regímenes 
especiales que establecen una especie de forma intermedia de sujeción como el 
de las entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero 
con “presencia” (económica) en territorio español, que tienen una sujeción similar 
al EP (art. 38 TRLIRNR). 
 

4. OBTENCIÓN DE RENTAS CON ESTABLECIMIENTO PERMANENTE 

La primera forma de sujeción es, si se dan alguna de las circunstancias para su 
existencia recogidas en el art.13.1 a), mediante EP, en sus dos modalidades del 
lugar fijo de negocio cuando el contribuyente disponga “de forma continuada o 
habitual, de instalaciones o lugares de trabajo de cualquier índole, en los que 
realice toda o parte de su actividad” o del “agente autorizado para contratar, en 
nombre y por cuenta”. La característica más relevante es que el contribuyente 
tributa de forma similar a si desarrollara su actividad económica mediante una 
entidad.  

En la determinación de si existe o no un EP es esencial tener en cuenta si el 
contribuyente está protegido por un convenio para evitar la doble imposición 
(CDI) dadas las diferencias que respecto al concepto del mismo existe entre el 
art. 5 de los CDI y la normativa interna. 
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Los contribuyentes que desarrollen actividades económicas mediante un EP 
tributarán por el IRNR “por la totalidad de la renta imputable a dicho 
establecimiento, cualquiera que sea el lugar de su obtención” (art. 15.1 
TRLIRNR). 

La Ley del Impuesto (art. 16 a 23 TRLIRNR) regula la tributación de las rentas 
así obtenidas, cuyas características esenciales son:  

- La base imponible se determinará con arreglo a las disposiciones del 
régimen general del Impuesto sobre Sociedades. 

- Hay limitaciones en cuanto a la deducibilidad de determinados gastos 
como los pagos que el EP efectúe a la casa central o a alguno de sus 
establecimientos permanentes en concepto de cánones, intereses, comisiones, 
abonados en contraprestación de servicios de asistencia técnica o por el uso o 
la cesión de bienes o derechos. Con la salvedad reconocida en la Disposición 
adicional sexta para los Convenios que contengan el art 7 de los Modelos de 
Convenio de la OCDE posteriores a 2010. 

- Se admite la deducción de la parte razonable de los gastos de dirección y 
generales de administración que corresponda al EP, sujeto al cumplimiento de 
ciertos requisitos. 

- Se establecen normas concretas relativas a las rentas imputables, 
funcionalmente, al EP, así como ciertas cautelas ante la posible desafectación 
de activos que otra vez funcionalmente debieran estar adscritos al EP y generar 
rentas en consecuencia.  

- En cuanto al tipo impositivo y a las deducciones de cuota (incluyendo las 
deducciones por doble imposición internacional), se sigue la LIS.  

- La incidencia de los CDI en este campo, cuando el contribuyente reside 
en un Estado que tenga un tratado fiscal con España, como regla general, 
determinará que la tributación del EP en España se equipare al máximo con la 
fiscalidad de una empresa residente, en virtud de normas específicas sobre no 
discriminación contenidas en dichos tratados fiscales, especialmente si la casa 
central del establecimiento se ubique en otro Estado miembro de la Unión 
Europea (la jurisprudencia del Tribunal de Luxemburgo en este área es 
determinante). 

El concepto de EP, a los efectos de la norma interna, se encuentra en el art. 13.1.   

“Se entenderá que una persona física o entidad opera mediante 
establecimiento permanente en territorio español cuando por cualquier título 
disponga en éste, de forma continuada o habitual, de instalaciones o lugares 
de trabajo de cualquier índole, en los que realice toda o parte de su actividad, 
o actúe en él por medio de un agente autorizado para contratar, en nombre y 
por cuenta del contribuyente, que ejerza con habitualidad dichos poderes.” 

Continúa el artículo con una muestra no exhaustiva de ejemplos que constituyen 
EP: 

– las sedes de dirección, 

– las sucursales, 

– las oficinas, 



7 
 

– las fábricas, 

– los talleres, 

– los almacenes, 

– las tiendas, 

– u otros establecimientos, 

– las minas, canteras, pozos de petróleo o gas, 

– las explotaciones agrarias, forestales o pecuarias, 

– cualquier otro lugar de exploración o extracción de recursos naturales, y 

– las obras de construcción, instalación o montaje cuya duración exceda de seis 
meses. 

Pero cuando se analiza si existe o no un EP hay que tener en cuenta los CDI, 
dada la amplia red de convenios suscritos por España. La existencia o no de un 
EP puede variar radicalmente en función de que a un contribuyente no residente 
se le aplique o no un CDI.  

En el art. 5 de los CDI se contemplan tanto situaciones en las que existe un EP 
como en las que no existe (actividades auxiliares). Si bien muchas de las 
situaciones recogidas en el art.13.1 coinciden con el concepto de EP de los 
convenios, hay que tener presente la categoría de actividades auxiliares de los 
CDI (art.5.4), que no existe en nuestra norma doméstica, y que puede llevar a 
que situaciones en los que se dan las condiciones para entender que hay un EP 
a los efectos del IRNR, no lo haya a los efectos del convenio, desapareciendo la 
potestad de España para gravar las rentas empresariales. Esta diferencia tiene 
menos relevancia en el caso del EP agente dependiente. 

Así no será constitutivo de EP según el art. 5.4: 

“No obstante las disposiciones anteriores de este artículo, se considera 
que el término “establecimiento permanente” no incluye:  

a) la utilización de instalaciones con el único fin de almacenar, exponer o 
entregar bienes o mercancías pertenecientes a la empresa;  

b) el mantenimiento de un depósito de bienes o mercancías 
pertenecientes a la empresa con el único fin de almacenarlas, exponerlas o 
entregarlas;  

c) el mantenimiento de un depósito de bienes o mercancías 
pertenecientes a la empresa con el único fin de que sean transformadas por 
otra empresa;  

d) el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el único fin de 
comprar bienes o mercancías o de recoger información para la empresa;  

e) el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el único fin de realizar 
para la empresa cualquier otra actividad;  

f) el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el único fin de realizar 
cualquier combinación de las actividades mencionadas en los subapartados 
a) a e), a condición de que dicha actividad o, en el caso del subapartado f) 
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el conjunto de la actividad del lugar fijo de negocios tenga carácter auxiliar o 
preparatorio. 

Esta relación ha sido actualizada por el Modelo de Convenio de la OCDE de 
2017 para dar entrada a las conclusiones del Informe de la Acción 7 de BEPS1, 
siendo relevante a estos efectos el apartado 4.1 que introduce matizaciones en 
las actividades preparatorias/auxiliares, una aclaración de que no son auxiliares 
por naturaleza y una regla anti-fragmentación para las empresas estrechamente 
relacionadas: 

“El apartado 4 no se aplicará a un lugar fijo de negocios que una empresa 
utilice o mantenga si dicha empresa u otra estrechamente vinculada 
desarrollan actividades económicas en el mismo lugar o en otro en el mismo 
Estado contratante, y  

a) alguno de esos lugares es un establecimiento permanente de la 
empresa o de la empresa estrechamente vinculada conforme a lo dispuesto 
en este artículo, o  

b) el conjunto de la actividad resultante de la combinación de actividades 
desarrolladas por las dos empresas en el mismo lugar, o por la misma 
empresa o la empresa estrechamente vinculada en los dos emplazamientos, 
no tiene carácter preparatorio o auxiliar, a condición de que las actividades 
económicas desarrolladas por las dos empresas en el mismo lugar, o por la 
misma empresa o la empresa estrechamente vinculada en los dos 
emplazamientos, sean funciones complementarias que forman parte de una 
actividad cohesionada.” 

El alcance de la noción de EP se desarrolla en otros Capítulos de esta obra. 
 

5. OBTENCIÓN DE RENTAS SIN ESTABLECIMIENTO PERMANENTE 

La segunda forma de sujeción al impuesto la constituye la obtención de rentas 
sin EP. En este caso, a diferencia de las rentas obtenidas mediando un EP, tal y 
como recoge el art. 15.1 “tributarán de forma separada por cada devengo total o 
parcial de renta sometida a gravamen, sin que sea posible compensación alguna 
entre aquéllas” 

El hecho imponible del IRNR engloba una amplia variedad de rentas que pueden 
obtener los no residentes en territorio español. El artículo 13.1 aplica diversos 
criterios para determinar si un tipo de renta concreta se debe considerar obtenida 
en territorio español. Estos criterios son: 

- El lugar de realización de la prestación 

- El lugar de utilización de la prestación 

- El lugar de residencia de la entidad emisora 

- El lugar de situación del bien o el derecho 

- El pago 

A continuación, se desarrollan estos criterios y la rentas sobre las que se aplica. 

 
1 Impedir la exclusión fraudulenta del estatus de establecimiento permanente. Acción 7 – Informe final 
2015.OCDE julio 2015 



9 
 

5.1 EL CRITERIO DEL LUGAR DE REALIZACIÓN DE LA PRESTACIÓN 

Este vínculo de sujeción afecta a: 

- Los rendimientos derivados de actividades económicas. Estas tributan si 
la actividad se realiza total o parcialmente en España, aun cuando no se tenga 
un EP. Se incluyen las actividades empresariales y profesionales, así como las 
artísticas y deportivas. Art. 13.1.b 

- Los rendimientos del trabajo. Art. 13.1.c) 

- Las pensiones cuando deriven de un empleo prestado en territorio 
español. Art. 13.1.d) 

5.2 EL CRITERIO DEL LUGAR DE UTILIZACIÓN DE LA PRESTACIÓN 

Ciertas rentas quedan sujetas al IRNR si se utilizan total o parcialmente en 
España, siendo independiente del lugar en que se presta la actividad. Pueden 
ser rentas que tienen origen en actividades desarrolladas en el extranjero, pero 
la utilización o el uso de sus ventajas se produce en el ámbito territorial español. 

- Los rendimientos de actividades económicas derivados de “prestaciones 
de servicios”, y de modo particular servicios como “la realización de estudios, 
proyectos, asistencia técnica y apoyo a la gestión”. Art. 13.1.b 

- Los rendimientos derivados de prestaciones de capital y cánones cuando 
se utilizan en territorio español. Art. 13.1.f.2º y Art 13.1.f.3º 

La utilización es independiente del impacto en la cuenta de resultados de la 
empresa española pagadora de las rentas o de la deducibilidad del gasto.  

Cuando se trate de pagos a no residentes por servicios realizados íntegramente 
en el exterior y vinculados a actividades empresariales del pagador en el 
extranjero no están sujetos al IRNR.  

5.3 EL CRITERIO DEL LUGAR DE RESIDENCIA DE LA ENTIDAD EMISORA 

La norma recoge dos supuestos de rentas en que la sujeción viene determinada 
por la residencia en España de la persona o entidad que emite los valores: 

– Los dividendos y otros rendimientos derivados de la participación en los fondos 
propios de entidades residentes, y Art. 13.1.f.1º. 

– Las ganancias patrimoniales derivadas de valores emitidos por entidades 
residentes en territorio español.  

5.4 EL CRITERIO DEL LUGAR DE SITUACIÓN DEL BIEN O EL DERECHO 

Es uno de los factores de sujeción a gravamen más tradicionales. Se sujetan a 
gravamen las rentas procedentes de un bien situado en territorio español. 

• Las ganancias de patrimonio derivadas de bienes muebles situados en 
España o derechos que se ejerciten o deban cumplirse en este territorio. Art. 
13.1.i.1º. 

• Los bienes o derechos incorporados sin previa transmisión al patrimonio 
del contribuyente (así, las ganancias del juego). Art. 13.1.f.4º. 

Pero su principal terreno de aplicación es el de las rentas inmobiliarias, quedan 
en el ámbito de la soberanía fiscal española: 
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– los rendimientos derivados directa o indirectamente de bienes inmuebles 
situados en España o de derechos relativos a los mismos; Art. 13.1.g. 

– las rentas imputadas a contribuyentes personas físicas que utilicen inmuebles 
urbanos situados en territorio español y no afectos a actividades económicas; 
Art. 13.1.h. 

– las ganancias patrimoniales derivadas también directa o indirectamente de 
bienes inmuebles situados en España o de derechos relativos a los mismos. Art. 
13.1.i.3º. 

El artículo 13 del TRLIRNR desarrolla cuando se deben de calificar como 
ganancias indirectas: 

– las derivadas de la venta de acciones o participaciones de sociedades, 
residentes o no, cuyo principal activo, directa o indirectamente, sean inmuebles 
situados en España; 

– Las plusvalías derivadas de la venta de derechos o acciones de sociedades 
que atribuyen a su titular el disfrute de un inmueble situado en España (derechos 
de multipropiedad o similares). 

5.5 EL CRITERIO DEL PAGO 

El artículo 13 del TRLIRNR utiliza de forma limitada la incidencia del pago del 
rendimiento como criterio de sujeción. Esto es, el hecho de que sea satisfecha 
la renta por una persona física o entidad residente o un EP situado en territorio 
español no es un principio general de atracción al ámbito del IRNR. 

El vínculo del pago operará cuando se trate de  

• Intereses, Art. 13.1.f.2º.  

• Cánones Art 13.1.f.3º. 

• Otros rendimientos de capital mobiliario. Art. 13.1.f.2º. 

• Las pensiones cuando se satisfacen por una persona o entidad residente 
en territorio español o por un EP en España. Art. 13.1.d). 

• Las retribuciones de los Administradores y miembros del Consejo de 
Administración de una entidad residente en territorio español. Art.13.1.e). 

• Las retribuciones públicas satisfechas por la Administración española. Art. 
13.1.c). 

• Remuneraciones por razón de un empleo a bordo de un buque o aeronave 
cuando el pagador sea una entidad residente en España. Art. 13.1.c). 

En algunas de estas rentas el criterio del pago convive con otro factor de sujeción 
como la realización de la actividad en España. 
 

6. SUPUESTOS DE EXONERACIÓN 

El art. 14 y el art. 13.2 del TRLIRNR son el anverso del art. 13.1, en ellos se 
recogen las rentas que no van a tributar en España, bien porque se consideren 
no obtenidas en territorio español o por que se consideran rentas exentas. Las 
exenciones se recogen en el art. 14 del TRLIRNR. 
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Junto al art. 14, podemos encontrar rentas exentas en otras normas. Las más 
relevantes son las que se recogen en los CDI que limitan la soberanía fiscal de 
las normas domésticas. También se pueden encontrar exenciones en otra serie 
de normas distintas al TRLIRNR, pero que inciden en su ámbito, como, por 
ejemplo, los Convenios de sede para atraer que se instalen en España sede de 
organismos internacionales o los acuerdos para la celebración de determinados 
eventos como congresos internacionales o eventos deportivos.  

6.1 SUPUESTOS DE NO SUJECIÓN 

El art. 13.2 contempla diversos supuestos de rendimientos que no se consideran 
obtenidos en territorio español: 

1º Los rendimientos satisfechos por razón de compraventas internacionales de 
mercancías, incluidas las comisiones de mediación de éstas y los gastos 
accesorios y conexos. Se incluirían comisiones por mediación, fletamentos, 
transportes, aseguramiento de las operaciones trasfronterizas, etc. La razón de 
esta exoneración es facilitar el comercio internacional. 

En relación con qué debe entenderse por gastos accesorios o conexos podemos 
traer la consulta de la Dirección General de Tributos (DGT) V1159-16, que, en 
relación con el alcance de este término dice: 

- Deben ser prestaciones necesarias para la consecución de la operación 
principal de compraventa.  

- Que estén intrínseca y estrechamente ligados con dicha operación 
principal.  

- Que de no existir la operación principal no se requeriría de dichas 
prestaciones de servicios y, en consecuencia, no se contratarían de forma 
independiente. 

2º Rendimientos satisfechos a no residentes correspondientes a prestaciones 
vinculadas con la actividad de un EP en el extranjero, satisfechas con cargo a 
éste. Se trata de un supuesto en el que un no residente realiza una actividad 
económica para un residente en España, pero este residente opera a través de 
un EP en el extranjero y la actividad se realiza para dicho EP.  

3º Por su parte, el art. 13.1.b)1º considera no obtenidas en territorio español las 
actividades de instalación o montaje de maquinaria o instalaciones procedentes 
del extranjero realizadas por su proveedor cuando su importe no exceda del 
veinte por ciento del precio de adquisición de esos elementos.  

Podemos hacer la siguiente clasificación: 

Actividades sujetas: 

• Si la realiza el proveedor y el coste es superior al veinte por ciento del 
precio de la maquinaria o de la instalación. 

• Si el montaje se hace por un tercero con independencia de su valor con 
respecto al de la maquinaria instalada. 

• Si la actividad de instalación o montaje implica la existencia de un EP en 
España, la renta estará gravada con independencia de su valor con respecto al 
valor de la maquinaria objeto de instalación. 

Actividad no sujeta: 
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• Si la realiza el proveedor y el coste es inferior al veinte por ciento del precio 
de la maquinaria o de la instalación. 

6.2 RENTAS EXENTAS OBTENIDAS POR RESIDENTES EN LA UE  

Entrando en el análisis de los supuestos de exención, comenzaremos analizando 
un grupo de rentas que van a estar exentas por razones subjetivas, en la medida 
en que sus perceptores sean sujetos residentes en Estados miembros de la 
Unión Europea (UE) y, en ocasiones, en Estados del Espacio Económico 
Europeo (EEE) cuando concurra un efectivo intercambio de información en 
materia tributaria. Recordemos que los Estados del EEE son Noruega, Islandia 
y Liechtenstein.  

6.2.1 Dividendos obtenidos por sociedades matrices comunitarias art. 14.1.h) 

El art. 14.1.h) regula una de las exenciones más relevantes y que más 
diferencias interpretativas ha generado en cuanto a su alcance. Así están 
exentos, “los beneficios distribuidos por las sociedades filiales residentes en 
territorio español a sus sociedades matrices residentes en otros Estados 
miembros de la Unión Europea o a los establecimientos permanentes de estas 
últimas situados en otros Estados miembros”, cuando concurran determinados 
requisitos. El origen de esta exención está en la denominada directiva matriz 
filial2 (Directiva 2011/96/UE). 

Las condiciones establecidas por la norma española para gozar de la exención 
son: 

- Que ambas sociedades estén sujetas y no exentas a alguno de los tributos que 
gravan los beneficios de las entidades jurídicas en los Estados miembros de la 
Unión Europea, mencionados en el artículo 2.c) de la Directiva 2011/96/UE, y 
que los EPs estén sujetos y no exentos a imposición en el Estado en el que estén 
situados. 

- Que haya una participación directa o indirecta de al menos el 5%, y la 
participación se mantenga de forma ininterrumpida durante el año anterior al día 
en que sea exigible el beneficio que se distribuya o, en su defecto, que se 
mantenga durante el tiempo que sea necesario para completar un año. En el 
caso de que el plazo se cumpla con posterioridad, el IRNR será exigido vía 
retención en el momento del devengo del dividendo si bien será objeto de 
devolución cuando se cumpla la exigencia temporal comentada. El cumplimiento 
del plazo puede realizarse no solo por la tenencia de las acciones por la propia 
entidad sino también por otras entidades que reúnan las circunstancias a que se 
refiere el artículo 42 del Código de Comercio para formar parte del mismo grupo 
de sociedades, con total independencia de su residencia y de la obligación de 
consolidar cuentas.  

- Que la distribución del beneficio no sea consecuencia de la liquidación de la 
sociedad filial. 

- Que ambas sociedades revistan alguna de las formas previstas en el Anexo de 
la Directiva 2011/96/UE. 

 
2 Directiva 2011/96/UE del Consejo, de 30 de noviembre de 2011, relativa al régimen fiscal común 
aplicable a las sociedades matrices y filiales de Estados miembros diferentes 
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Hay que señalar que este porcentaje de participación la Directiva 2011/96/UE lo 
fija en un 10%, si bien se da libertad a los Estados para regular otro distinto.  

A esta exención de dividendos le es aplicable la medida antiparaíso fiscal 
contenida en el apartado 2 del art. 14, de tal forma que no se aplicaría si la 
sociedad matriz reside en un territorio calificado reglamentariamente como 
paraíso fiscal3  

Se completa el alcance de esta exención con su extensión a los beneficios 
distribuidos por las sociedades filiales residentes en territorio español a sus 
sociedades matrices residentes en los Estados integrantes del EEE o a los EP 
de estas últimas, situados en otros Estados integrantes, cuando concurran los 
siguientes requisitos: 

“1.º Que los Estados integrantes del EEE donde residan las sociedades 
matrices tengan un efectivo intercambio de información en materia tributaria en 
los términos previstos en el apartado 4 de la disposición adicional primera de la 
Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude 
fiscal. 

2.º Se trate de sociedades sujetas y no exentas a un tributo equivalente a los 
que gravan los beneficios de las entidades jurídicas en los Estados miembros de 
la Unión Europea, mencionados en el artículo 2.c) de la Directiva 2011/96/UE del 
Consejo, de 30 de junio de 2011, relativa al régimen aplicable a las sociedades 
matrices y filiales de Estados miembros diferentes, y los establecimientos 
permanentes estén sujetos y no exentos a imposición en el Estado en el que 
estén situados. 

3.º Las sociedades matrices residentes en los Estados integrantes del EEE 
revistan alguna forma equivalente a las previstas en el Anexo de la Directiva 
2011/96/UE del Consejo, de 30 de junio de 2011, relativa al régimen aplicable a 
las sociedades matrices y filiales de Estados miembros diferentes. 

4.º Se cumplan los restantes requisitos establecidos en esta letra h).” 

En relación con Suiza, si bien no se aplica directamente la Directiva, los 
dividendos satisfechos a entidades suizas también están exentos por el art. 15 
del Acuerdo entre la Comunidad Europea y la Confederación Suiza de 2004. La 
diferencia es que mientras el porcentaje de participación que fija la Directiva es 
del 10%, en el caso de Suiza es del 25%.4 

A título de simple curiosidad, la sentencia del TJUE de 2 de abril de 2020 (C-
458-18), ha concluido que la Directiva matriz-filial no se aplica a las entidades 
residentes en Gibraltar. 

Con el fin de evitar un uso abusivo de la exención por entidades residentes fuera 
de la UE, la ley española ha establecido una norma anti abuso que determina la 
no aplicación de la exención. La exención no va a proceder: 

 
3 Orden HFP/115/2023, de 9 de febrero, por la que se determinan los países y territorios, así como los 
regímenes fiscales perjudiciales, que tienen la consideración de jurisdicciones no cooperativas. 
4 ACUERDO entre la Comunidad Europea y la Confederación Suiza relativo al establecimiento de 
medidas equivalentes a las previstas en la Directiva 2003/48/CE del Consejo en materia de fiscalidad de 
los rendimientos del ahorro en forma de pago de intereses 
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“(…) cuando la mayoría de los derechos de voto de la sociedad matriz se 
posean, directa o indirectamente, por personas físicas o jurídicas que no 
residan en Estados miembros de la Unión Europea o en Estados integrantes 
del Espacio Económico Europeo con los que exista un efectivo intercambio de 
información en materia tributaria en los términos previstos en el apartado 4 de 
la disposición adicional primera de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de 
medidas para la prevención del fraude fiscal, excepto cuando la constitución 
y operativa de aquella responde a motivos económicos válidos y razones 
empresariales sustantivas.” 

La DGT se ha pronunciado sobre que deben considerarse motivos económicos 
válidos, como en la consulta vinculante V0054-17 en la que se dice que “teniendo 
en consideración que dicha reorganización de la estructura societaria no parece 
encontrarse motivada por razones fiscales, al no proporcionar la misma 
beneficios fiscales adicionales a los que hubiesen derivado de situar dicha 
cabecera del grupo europeo en otro de los países en los que opera o los que 
hubiesen derivado de mantener la matriz de la sociedad española en los Países 
Bajos, es posible confirmar que la sociedad consultante podría disfrutar de la 
exención prevista en el artículo 14.1.h) del TRLIRNR al concurrir los motivos 
económicos válidos y razones empresariales sustantivas.” 

También la Jurisprudencia del Tribunal de la UE ha ido completando el contenido 
de esta cláusula, merece la pena destacar algunas sentencias. 

En primer lugar, el Caso C 6/16 que analiza la norma francesa en virtud de la 
cual no se aplica la exención si la matriz era controlada directa o indirectamente 
por personas residentes en Estados terceros salvo que la entidad matriz 
acreditase que la cadena de participaciones no tenía por objetivo o por uno de 
sus objetivos principales acogerse a la exención.  

Las principales conclusiones de esta sentencia son:  

“Procede recordar en ese contexto que, para poder considerar que una 
normativa nacional tiene por finalidad evitar fraudes y abusos, su fin específico 
debe ser oponerse a comportamientos consistentes en crear montajes 
puramente artificiales, carentes de realidad económica, cuyo fin sea acogerse 
indebidamente a una ventaja tributaria (véanse, en ese sentido, las sentencias 
de 12 de septiembre de 2006, Cadbury Schweppes y Cadbury Schweppes 
Overseas, C-196/04, EU:C:2006:544, apartado 55, y de 5 de julio de 2012, 
SIAT, C-318/10, EU:C:2012:415, apartado 40). 

Así pues, no pueden justificarse mediante una presunción general de 
fraude y abuso ni medidas fiscales que vayan en detrimento de los objetivos 
de las directivas ni medidas fiscales que vayan en detrimento de libertades 
fundamentales garantizadas por el Tratado. El establecimiento de una medida 
fiscal de alcance general que prive automáticamente de la ventaja tributaria a 
determinadas categorías de contribuyentes, sin que la Administración 
Tributaria esté obligada a aportar al menos un principio de prueba o indicio del 
fraude o abuso, excedería de lo necesario para evitar dichos fraude o abuso 
el mero hecho de que determinadas sociedades establecidas en la Unión 
estén controladas directa o indirectamente por personas residentes en 
Estados terceros no supone por sí solo que exista un montaje puramente 
artificial, carente de realidad económica, creado exclusivamente con el fin de 
acogerse indebidamente a una ventaja tributaria. 
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Por lo tanto, al supeditar la exención de retención en origen de los 
beneficios distribuidos por filiales residentes a sus matrices no residentes a 
que las matrices acrediten que la cadena de participaciones no tiene por 
objetivo principal o uno de sus objetivos principales acogerse a la exención, 
sin que la Administración Tributaria esté obligada a aportar al menos un 
principio de prueba o indicio del fraude o abuso, la normativa controvertida 
establece una presunción general de fraude o abuso y va en detrimento del 
objetivo perseguido por la Directiva 90/435, que es el de evitar la doble 
imposición de los beneficios distribuidos por filiales a sus matrices. 

Esa interpretación no se ve desvirtuada por el hecho de que la matriz esté 
controlada directa o indirectamente por una o varias personas residentes en 
Estados terceros.” 

Esta sentencia sigue el hilo de la C-14/16 en la que TJUE concluye que "[e]l mero 
hecho de que determinadas sociedades establecidas en la Unión estén 
controladas directa o indirectamente por personas residentes en Estados 
terceros no supone por sí solo que exista un montaje puramente artificial, carente 
de realidad económica, creado exclusivamente con el fin de acogerse 
indebidamente a una ventaja tributaria" 

De manera similar las C504/16 y C 613/16 en las que se analiza la norma 
alemana. De estas sentencias se puede destacar que la Directiva no prevé que 
el régimen fiscal o el origen de los accionistas sea relevante para los derechos 
de esa entidad para recibir los beneficios fiscales de la Directiva.  

Con relación con otro de los elementos que configuran la exención en la 
Directiva, como el requisito de que las sociedades estén sujetas y no exentas se 
puede mencionar la sentencia C 448/15 sobre la normativa belga.  

“A este respecto, procede señalar que el artículo 2, letra c), de la Directiva 
90/435 formula un criterio de calificación positivo, a saber, estar sujeta al 
impuesto de que se trate, y un criterio negativo, a saber, no estar exenta de 
ese impuesto ni tener posibilidad de opción. 

La formulación de estos dos criterios, uno positivo y otro negativo, lleva a 
considerar que el requisito establecido en el artículo 2, letra c), de la referida 
Directiva no sólo exige que la sociedad esté comprendida en el ámbito de 
aplicación del impuesto de que se trate, sino que pretende excluir igualmente 
las situaciones en las que exista la posibilidad de que, pese a estar sujeta a 
ese impuesto, la sociedad no esté efectivamente obligada a abonarlo.” 

Pues bien, aunque formalmente una sociedad sujeta a un impuesto a tipo 
cero, bajo la condición de distribuir a sus accionistas la totalidad de sus 
beneficios, no está exenta de tal impuesto, se encuentra en la práctica en una 
situación idéntica a la que el requisito establecido en el artículo 2, letra c), de 
la Directiva 90/435 pretende excluir, a saber, una situación en la que la 
sociedad no está obligada a abonar ese impuesto.” 

Por último, la Directiva matriz filial fue modificada en 2015 para incorporar una 
cláusula anti abuso general contra el uso interesado de la exención: 

“2. Los Estados miembros no acordarán los beneficios contemplados en la 
presente Directiva a un arreglo o una serie de arreglos falseados, vistos todos 
los hechos y circunstancias pertinentes, por haberse establecido teniendo 
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como propósito principal o uno de sus propósitos principales la obtención de 
una ventaja fiscal que desvirtúe el objeto o la finalidad de la presente Directiva.  

Un arreglo podrá estar constituido por más de una fase o parte.  

3. A efectos del apartado 2, un arreglo o una serie de arreglos se 
considerarán falseados en la medida en que no se hayan establecido por 
razones comerciales válidas que reflejen la realidad económica.  

4. La presente Directiva no será obstáculo para la aplicación de 
disposiciones nacionales o convencionales que sean necesarias para la 
prevención de la evasión fiscal, el fraude fiscal o las prácticas abusivas.”. 

En el caso de España, se ha considerado que no es necesario una 
implementación específica de la cláusula anti abuso al contar con una norma anti 
abuso similar, de carácter general, en la Ley General Tributaria. 

6.2.2 Intereses obtenidos por residentes comunitarios. Art. 14.1.c 

De forma similar a los dividendos, el TRLIRNR contempla una exención para otro 
tipo de rendimiento del capital obtenido por residentes comunitarios y, a partir de 
2021, a residentes del EEE. Conforme al art. 14.1.c) están exentos: 

“c) Los intereses y demás rendimientos obtenidos por la cesión a terceros 
de capitales propios a que se refiere el artículo 25.2 de la Ley 35/2006, de 28 
de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la 
Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, así como las ganancias 
patrimoniales derivadas de bienes muebles obtenidos sin mediación de 
establecimiento permanente, por residentes en otro Estado miembro de la 
Unión Europea o en otro Estado integrante del Espacio Económico Europeo 
o por establecimientos permanentes de dichos residentes situados en otro 
Estado miembro de la Unión Europea o en otro Estado integrante del Espacio 
Económico Europeo.” 

La exención en el pago de intereses también tiene su origen en una Directiva, la 
denominada Directiva de intereses y cánones5, si bien la norma española ha sido 
mucho más generosa en el ámbito de aplicación de la exención de lo que prevé 
la Directiva. 

En cuanto a qué se entiende por intereses el IRNR se remite al art. 25.2 de la 
Ley 35/2006 del IRPF. 

“2. Rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de capitales propios.  

Tienen esta consideración las contraprestaciones de todo tipo, cualquiera 
que sea su denominación o naturaleza, dinerarias o en especie, como los 
intereses y cualquier otra forma de retribución pactada como remuneración 
por tal cesión, así como las derivadas de la transmisión, reembolso, 
amortización, canje o conversión de cualquier clase de activos representativos 
de la captación y utilización de capitales ajenos. “ 

 
5 Directiva 2003/49/CE del Consejo, de 3 de junio de 2003, relativa a un régimen fiscal común aplicable a 
los pagos de intereses y cánones efectuados entre sociedades asociadas de diferentes Estados miembros 
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Un ejemplo de la aplicación de este concepto al IRNR es la consulta de la DGT 
V2271-12 que declara exentas las rentas percibidas por los partícipes no 
gestores de un contrato de cuentas en participación. 

Podemos encontrar diferencias significativas en la configuración de la exención 
entre la Directiva y en la norma española. En nuestra normativa no se exige que 
para que opere la exención que el pago de intereses se haga entre entidades 
asociadas, y frente a lo que ocurre en el caso de los dividendos o de los cánones, 
se trata de una exención en la que no hay cláusula anti abuso para los supuestos 
en que pudiera haber entidades interpuestas que pretendieran aprovecharse 
indebidamente de la exención. 

Es interesante esta ausencia de una cláusula anti abuso. La sentencia de la 
Audiencia Nacional de 31-10-2017 (Rec 24/2016), que juzga la aplicación por la 
inspección del concepto de beneficiario efectivo para denegar la exención del 
pago de intereses a los pagos realizados por una entidad española a otra de 
Luxemburgo, que a su vez canalizaba los pagos con otros préstamos a fondos 
de inversión radicados en Delaware y Jersey considera que no es aplicable la 
cláusula del beneficiario efectivo, y que para denegar la exención habría que 
recurrir a las cláusulas generales anti abuso: 

“Debe aclararse que podría discutirse si en un caso como el presente 
podría haberse sustentado la regularización del Impuesto sobre la Renta de 
No Residentes en la aplicación de una cláusula anti abuso específica, cual es 
la cláusula del beneficiario efectivo -posibilidad que el recurrente niega- de 
modo que pudiese defenderse que no fuesen de aplicación al presente caso 
los pronunciamientos judiciales ya citados, que consideran exigible acudir al 
procedimiento especial de fraude de ley. No obstante, no cabe siquiera 
plantearse tal posibilidad, ya que la Inspección no la utilizó, ya que, aunque 
utilizase la expresión (beneficiario efectivo) no acudió a ninguna cláusula anti 
abuso concreta para explicar su regularización, sino que se apoyó en las 
mismas explicaciones y valoraciones utilizadas para la regularización del 
Impuesto sobre Sociedades que, como se ha dicho, no han sido confirmadas 
en vía judicial.” 

En relación con la no existencia en la normativa nacional de una cláusula anti 
abuso como la que sí existe en la Directiva, se puede traer alguna de las 
conclusiones de las sentencias del Tribunal de Justicia de la UE de los casos 
C115 – 16 y C 116 – 16 que se analizarán más adelante.  

En relación con Suiza, el Acuerdo entre la Comunidad Europea y la 
Confederación Suiza, no contempla la exención de los intereses, si no que regula 
aspectos relacionados con la retención sobre los mismos.  

A esta exención, al igual que a la exención por el pago de dividendos, se le aplica 
la medida anti paraíso fiscal contenida en el apartado 2 del art. 14, de tal forma 
que no se aplica la exención si la sociedad perceptora de los intereses radica en 
un paraíso fiscal. 

6.2.3 Exención de cánones comunitarios intragrupo Art.14.1.m) 

El tercer grupo de rentas cuya exención está vinculada a las exigencias de una 
Directiva, la mencionada Directiva de intereses y cánones, es el caso de los 
cánones. El art.14.1.m) establece la exención de “los cánones o regalías 
satisfechos por una sociedad residente en territorio español o por un 
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establecimiento permanente situado en éste de una sociedad residente en otro 
Estado miembro de la Unión Europea a una sociedad residente en otro Estado 
miembro o a un establecimiento permanente situado en otro Estado miembro de 
una sociedad residente de un Estado miembro”.  

Los principales parámetros de la exención son: 

– El perceptor de la renta ha de ser una sociedad residente en otro Estado de la 
UE, sujeta y no exenta a imposición en el Estado de su residencia y domicilio, o 
un EP perteneciente a una de dichas sociedades y radicado asimismo en la UE. 

- Que ambas sociedades revistan alguna de las formas previstas en el anexo de 
la Directiva 2003/49/CE. 

- Que ambas sociedades sean residentes fiscales en la UE y que, a efectos de 
un convenio para evitar la doble imposición sobre la renta concluido con un tercer 
Estado, no se consideren residentes de ese tercer Estado. 

– Ambas sociedades deben ser asociadas. La condición de sociedad asociada 
se da cuando existe una participación directa de una en el capital de la otra de 
al menos el 25 por 100 del capital o si una sociedad tercera dispone de dicha 
participación en el capital de cada una de ellas. Nótese la diferencia de grado de 
participación respecto de la exención de dividendos que se sitúa en el 5%. 

Al igual que en el caso de los dividendos, se establece un período mínimo de 
tenencia de la participación. La participación deberá haberse mantenido de 
forma ininterrumpida durante el año anterior al día en que se haya satisfecho el 
pago del rendimiento o, en su defecto, deberá mantenerse durante el tiempo que 
sea necesario para completar un año. 

- Que, en su caso, tales cantidades sean deducibles para el EP que satisface los 
rendimientos en el Estado en que esté situado. 

Respecto de las cláusulas anti abuso, el art.14.1.m) tiene dos cláusulas anti 
abuso, la del beneficiario efectivo y la relativa a la participación en la sociedad 
matriz de socios extracomunitarios, similar esta última a la que encontramos para 
los dividendos. 

La característica diferenciadora del art. 14.1.m) es la existencia de una cláusula 
de beneficiario efectivo, que recuerda a la de los CDI, que tiene como finalidad 
evitar que se aproveche de la exención una entidad “conduit” o un intermediario. 
Exige el art. 14 “Que la sociedad que reciba tales pagos lo haga en su propio 
beneficio y no como mera intermediaria o agente autorizado de otra persona o 
sociedad y que, tratándose de un establecimiento permanente, las cantidades 
que reciba estén efectivamente relacionadas con su actividad y constituyan 
ingreso computable a efectos de la determinación de su base imponible en el 
Estado en el que esté situado”. 

Esta cláusula requiere para su no aplicación: 

- Que la sociedad que reciba el canon lo haga en su propio beneficio y no 
como intermediario. 

- En el caso de que lo reciba un EP, que las cantidades estén relacionadas 
con su actividad y que se computen como ingreso en la base imponible. 

Junto a esta cláusula del beneficiario efectivo, en el artículo se ha establecido 
una cláusula anti abuso similar a la ya vista para los dividendos, aunque con un 
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contenido más amplio al mantener la condición de que la entidad no se haya 
constituido para disfrutar indebidamente de la exención:  

“La exención no será de aplicación cuando la mayoría de los derechos de 
voto de la sociedad perceptora de los rendimientos se posea, directa o 
indirectamente, por personas físicas o jurídicas que no residan en Estados 
miembros de la Unión Europea, excepto cuando la constitución y operativa de 
aquella responde a motivos económicos válidos y razones empresariales 
sustantivas. 

Lo establecido en esta letra m) no será de aplicación cuando la mayoría 
de los derechos de voto de la sociedad perceptora de los rendimientos se 
posea, directa o indirectamente, por personas físicas o jurídicas que no 
residan en Estados miembros de la Unión Europea, excepto cuando aquélla 
pruebe que se ha constituido por motivos económicos válidos y no para 
disfrutar indebidamente del régimen previsto en esta letra m)” 

6.2.4 Las denominadas sentencias danesas  

El 26 de febrero de 2019 el Tribunal de Justicia de la UE (TJUE) dictó una serie 
de sentencias (C115 – 16, C116-16, C-118/16 y C-119/16) sobre el alcance de 
las cláusulas anti abuso de las Directivas matriz filial y la Directiva de intereses 
y cánones. Estas sentencias, por los comentarios que han suscitado y el 
recorrido que ha tenido su aplicación posterior, han sido indudablemente unas 
de las más relevantes en materia de imposición directa dictadas por el TJUE. 

En los casos analizados en las sentencias, los pagos se realizaban desde 
sociedades danesas a entidades holding intermedias residentes en otros países 
de la UE. Dichas entidades estaban a su vez participadas por sociedades no 
residentes en la UE, las cuales no hubieran podido beneficiarse de las 
exenciones previstas en las citadas Directivas. 

El abuso se produce cuando estas entidades holding europeas interpuestas 
carecen de sustancia y son puramente instrumentales: no tienen actividad real, 
y su principal propósito es fiscal. Y, además, el beneficiario efectivo de los 
rendimientos se encuentra fuera de la UE. 

La conclusión más importante a que llega el Tribunal es que hay un principio 
general del derecho que implica que los justiciables no pueden invocar el 
derecho de la Unión de forma abusiva o fraudulenta. Se puede denegar la 
exención si se invoca para disfrutar de una ventaja de la UE cuando los requisitos 
solo se cumplen formalmente y se invocan de manera fraudulenta. 

En estas sentencias el Tribunal proporciona algunos indicios a los órganos 
jurisdiccionales nacionales sobre qué puede ser abuso de derecho, indicios que 
incluyen, entre otros,  

• la inmediatez en la transferencia de los dividendos o intereses percibidos,  

• la obtención de un beneficio nulo o insignificante por la entidad 
supuestamente instrumental,  

• la falta de sustancia 

• la ausencia de otra actividad distinta de la percepción de las rentas 
exentas, etc.  
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Tal y como señalan las sentencias, la concurrencia de cierto número de indicios 
puede acreditar la existencia de abuso de Derecho, si son objetivos y 
concordantes.  

Otro aspecto novedoso de las sentencias ha sido que se manifiestan sobre la 
situación en la que en la normativa nacional no se ha incluido una norma anti 
abuso, como es el caso del art. 14.1.c) del TRLIRNR sobre la exención en el 
pago de intereses. 

Pues bien, el Tribunal considera la eficacia directa de las normas anti abuso 
comunitarias. En los casos objeto del litigio la normativa danesa no incluía 
ninguna norma legal de carácter general para combatir el abuso. En supuestos 
de fraude o abuso de Derecho con el fin de obtener una ventaja fiscal derivada 
del Derecho de la UE, entiende el TJUE, que los tribunales de un Estado 
miembro pueden denegar la exención incluso en ausencia de una disposición 
nacional anti abuso que sea aplicable al supuesto concreto. El TJUE concluye 
que la eficacia directa de las normas antifraude previstas en las directivas se 
fundamenta en la existencia, en el Derecho de la UE, del principio general de 
prohibición de las prácticas abusivas en materia fiscal. 

Por último, las sentencias también se han pronunciado sobre que deben 
entenderse por sujeción a impuestos a los efectos de aplicar las Directivas. En 
uno de los casos enjuiciados la sociedad instrumental luxemburguesa estaba 
formalmente sujeta al Impuesto sobre Sociedades de este Estado, pero por ser 
una sociedad de capital riesgo sus ingresos por intereses quedaban totalmente 
exentos de dicho impuesto. A pesar de que la literalidad de la Directiva de 
intereses y cánones requiere una exención subjetiva para que la exención no 
sea aplicable, el TJUE ha interpretado la norma de forma amplia, concluyendo 
que los beneficios de la Directiva tampoco se aplican cuando la exención es 
objetiva. 

El efecto de estas sentencias danesas ha tenido efectos en España, dónde tanto 
el Tribunal Económico Administrativo Central (TEAC) como los Tribunales de 
Justicia han comenzado a inspirar sus resoluciones en las mismas. Como las 
resoluciones del TEAC de 8 de octubre de 2019 (Res 2188/2017) y 20 de marzo 
de 2019 (Res 0792/2020), sentencia de la Audiencia Nacional de 17 de octubre 
de 2024 (Rec 810/2019) y la sentencia del Tribunal Supremo de 22 de junio de 
2024 (Rec 6517/2021) 

6.2.5 Exención de ganancias de patrimonio mobiliario 14.1.c 

En paralelo a la exención por el pago de intereses, el art. 14.1.c) establece la 
exención de ganancias de patrimonio derivadas de bienes muebles obtenidos 
por sujetos residentes en la UE o sus EPs también situados en territorio 
comunitario siempre que no sean obtenidos a través de EP en España. 

Al igual que en los intereses la exención no se aplica a las rentas obtenidas a 
través de territorios comunitarios que la normativa española considere paraísos 
fiscales. 

La norma ha establecido una excepción a la aplicación de la exención de las 
ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión de acciones, 
participaciones u otros derechos. Así no estarán exentas cuando se trate de la 
transmisión de acciones de una entidad en los siguientes casos: 
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• Que el activo de la entidad consista principalmente, directa o 
indirectamente, en bienes inmuebles situados en territorio español. 

• En el caso de contribuyentes personas físicas, que, en algún momento 
anterior, durante el periodo de 12 meses precedente a la transmisión, el 
contribuyente haya participado, directa o indirectamente, en al menos el 25 por 
ciento del capital o patrimonio de la entidad. 

• En el caso de entidades no residentes, que la transmisión no cumpla los 
requisitos para la aplicación de la exención prevista en el artículo 21 de la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades. Este requisito sólo se aplica a entidades.  

6.2.6 Dividendos obtenidos por instituciones de inversión colectiva comunitarios 
Art.14.1.l) 

El TRIRNR declara exentos los dividendos y participaciones en beneficios 
obtenidos sin mediación de establecimiento permanente por las instituciones de 
inversión colectiva (IIC) reguladas por la Directiva 2009/65/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009. El ámbito de la exención se 
extiende también a las IIC residentes en los Estados del EEE que cuenten con 
intercambio de información tributaria con España. 

Esta exención tiene como límite que no puede dar lugar a una tributación inferior 
a la que hubiera resultado de haberse aplicado a dichos dividendos y beneficios 
el mismo tipo de gravamen por el que tributan dichas instituciones residentes en 
España por el Impuesto sobre Sociedades.  

La consulta de la DGT V2522-11 aclara que el objeto de esta exención es 
favorecer la libre circulación de capitales de acuerdo con el Derecho 
Comunitario, de forma que la IIC no residentes tengan un trato igual a las IIC 
españolas por aplicación del Impuesto sobre Sociedades. 

La acreditación de que es una de las IIC que cumple las condiciones establecidas 
en la Directiva 2009/65/CE, se realizará mediante un certificado emitido en ese 
sentido por la autoridad competente del Estado de origen de la institución, el cual 
gozará de validez indefinida. 

Si bien en su origen, y en literal de la norma, la aplicación de esta exención 
estaba limitada a residentes en la UE o en el EEE, varias sentencias del Tribunal 
Supremo han extendido su ámbito a fondos de inversión o fondos de pensiones 
residentes en terceros Estados fuera de UE o del EEE por entender que hay una 
infracción a la libre circulación de capitales. 

El Tribunal Supremo n Sentencia de 13 de noviembre de 2019 (Rec 3023/2019) 
sobre fondos de inversión de EEUU, ha dictaminado que la diferencia de trato 
que da el IRNR en la tributación de los dividendos percibidos por fondos de 
inversión españoles y estadounidenses vulnera el principio de libre circulación 
de capitales del artículo 63 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 
(TFUE), que también es aplicable respecto de fondos establecidos fuera de la 
Unión, y ello pese a que no exista identidad absoluta en la legislación y marco 
normativo regulador de este tipo de entidades en ambos países 

Por otro lado, en sus sentencias de 17 de diciembre de 2020 (Rec 5855/2018) y 
29 de enero de 2021 el Tribunal Supremo (Rec 4492/2018) se plantea por 
primera vez sí, debería quedar condicionada la exención a que el inversor no 
residente acreditara que no había neutralizado el exceso impositivo soportado 
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en España mediante la deducción de dicho impuesto en su país de residencia. 
El Tribunal Supremo afirma que: (i) la eventual neutralización del exceso 
impositivo sufrido en España no puede ser determinante en el análisis de esta 
infracción, puesto que lo relevante es la existencia de una tributación excesiva 
en España que determina una discriminación frente a los contribuyentes 
residentes; y (ii) en cualquier caso, la carga de la prueba sobre la posibilidad de 
deducción en el país de residencia del fondo de lo gravado en España incumbiría 
a la Administración, que es quien la invoca y quien dispone de los mecanismos 
de intercambio de información contenidos en el respectivo convenio para evitar 
la doble imposición (siendo los convenios suficientes e idóneos para esta 
finalidad), confirmando el Tribunal Supremo la vigencia del criterio que había 
mantenido anteriormente. 

6.2.6 Dividendos obtenidos por fondos de pensiones Art.14.1.k) 

El TRLIRNR declara exentos los dividendos y participaciones en beneficios 
obtenidos sin mediación de EP por fondos de pensiones equivalentes a los 
regulados en la normativa española sobre esta materia, que sean residentes en 
otro Estado miembro de la UE o por EPs de dichas instituciones situados así 
mismo en el ámbito comunitario. Al igual que para las instituciones de inversión 
colectiva la exención se aplica a los fondos de pensiones residentes en los 
Estados del EEE que cuenten con intercambio de información tributaria con 
España. 

Se consideran fondos de pensiones equivalentes aquellas instituciones de 
previsión social cuando cumplan los siguientes requisitos: 

- Que tengan por objeto exclusivo proporcionar una prestación 
complementaria en el momento de la jubilación, fallecimiento, incapacidad o 
dependencia en los mismos términos previstos en el artículo 8.6 del Texto 
Refundido de la Ley de regulación de los planes y fondos de pensiones. 

- Que las contribuciones empresariales que pudieran realizarse se imputen 
fiscalmente al partícipe a quien se vincula la prestación, transmitiéndole de forma 
irrevocable el derecho a la percepción de la prestación futura. 

- Que cuenten con un régimen fiscal preferencial de diferimiento impositivo 
tanto respecto de las aportaciones como de las contribuciones empresariales 
realizadas a los mismos. Dicho régimen debe caracterizarse por la tributación 
efectiva de todas las aportaciones y contribuciones, así como de la rentabilidad 
obtenida en su gestión en el momento de la percepción de la prestación. 

En relación con esta exención y la anterior, el art. 31.4 de la LIRNR establece 
una excepción en cuanto a la no práctica de retención. Por tanto, estos 
rendimientos estarán sujetos a retención y se tendrá que solicitar la devolución 
por el contribuyente.  

También ha habido algunas sentencias del Tribunal Supremo sobre la extensión 
de la exención a fondos de pensiones a otros ámbitos territoriales. Por ejemplo, 
las Sentencias de 17 de diciembre de 2020 y de 22 de diciembre de 2020, sobre 
fondos de pensiones canadienses. En este caso se sometieron a retención 
conforme al Convenio los dividendos pagados a los fondos de pensiones 
canadienses. Conforme a la normativa interna canadiense tributaban al tipo del 
0%. El Tribunal concluye que  
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“a) Que se produce un trato diferenciado basado exclusivamente en la 
residencia. Resulta irrelevante que el fondo canadiense cumpla o no las 
condiciones exigidas por la normativa española para los fondos de pensiones 
españoles (como reclamaba la Administración), pues es la propia normativa 
la que establece la diferencia de trato, sin hacer depender la tributación de los 
no residentes del cumplimiento de condición alguna ni establecer cauce 
probatorio para acreditar dicha comparabilidad de situaciones. 

Es decir, la justificación del trato fiscal diferenciado no se debe buscar en 
la situación concreta de cada contribuyente no residente, sino que debería 
estar recogida en la propia normativa nacional. Para que dicha norma nacional 
no sea contraria a la libre circulación de capitales, se requiere, por tanto, que 
esta prevea la existencia de mecanismos para evitar las restricciones 
prohibidas, sin necesidad de acudir a procedimientos de devolución ajenos a 
la regulación concreta de la tributación de las rentas. 

b) Que los mecanismos de intercambio de información regulados en el 
artículo 26 del CDI son suficientes para permitir a la Administración española 
determinar la equivalencia de los fondos de pensiones canadienses con los 
fondos de pensiones nacionales, conforme a lo regulado en el Texto 
Refundido de la Ley de Planes y Fondos de Pensiones. El Tribunal Supremo 
llega a esta conclusión porque el CDI sigue el modelo de Convenio de la 
OCDE, en cuyos comentarios se recoge que el concepto de información 
necesaria debe incluir cualquier información que las autoridades solicitantes 
estimen necesaria o relevante.” 

A la vista de lo anterior, el Tribunal Supremo concluye que existe una restricción 
contraria al TFUE, por lo que los fondos extranjeros tienen derecho a la 
devolución de los impuestos pagados en exceso. El contenido de estas 
sentencias se ha venido repitiendo en otras posteriores.  

6.2.7 Ganancias derivadas de la transmisión de vivienda habitual con reinversión 
en la Unión Europea. Disposición Adicional Séptima TRLIRNR. 

La Ley 26/2014, con efectos desde enero de 2015, incluyó la exención en el 
IRNR de las ganancias patrimoniales derivadas de la venta de inmuebles, que 
en su momento fueran la vivienda habitual de las personas físicas cuando los 
transmitentes han trasladado su residencia a otros Estados de la UE siempre 
que el importe total obtenido por la transmisión se reinvierta en la adquisición de 
una nueva vivienda habitual. 

Si lo que se realiza es una reinversión parcial de lo percibido en la transmisión, 
únicamente se excluirá de tributación la parte proporcional de la ganancia 
patrimonial obtenida que corresponda a la cantidad reinvertida. 

Para la aplicación de la exención habrá que tener en cuenta lo establecido en el 
artículo 38 de la Ley del IRPF y los artículos 41 y 41 bis del Reglamento del IRPF, 
sobre el concepto de vivienda habitual, para las condiciones de aplicación de la 
exención. Sobre el contenido de esta exención se ha pronunciado la DGT, entre 
otras en las consultas V1855-16 y V0479-17. 

Como en otras exenciones analizadas, también es de aplicación a los 
contribuyentes que sean residentes en un Estado miembro del EEE con el que 
exista un efectivo intercambio de información tributaria. 
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La nueva vivienda podrá estar situada en cualquier lugar, aunque en la práctica, 
lógicamente, se encontrará situada en el país de residencia de contribuyente, 
pues en caso contrario, difícilmente se cumplirían las condiciones que la 
normativa del IRPF establece para considerar que la vivienda tiene 
efectivamente el carácter de “habitual”.  

En cuanto al momento en que el contribuyente tiene derecho a disfrutar de la 
exención, hay una diferencia sustancial entre el IRPF y el IRNR.  

Así, si en el IRPF el contribuyente aplica directamente la exención en su auto 
liquidación y posteriormente, si incumple las condiciones deberá practicar la 
oportuna regularización, por el contrario, en el IRNR se establece, como regla 
general, la obligación de efectuar el ingreso de la cuota tributaria en la 
declaración a presentar conforme a la fecha del devengo de la ganancia obtenida 
y, solo posteriormente, una vez que se hayan cumplido efectivamente las 
condiciones que dan derecho a la exención, el contribuyente solicitará la 
oportuna devolución, de acuerdo con los términos establecidos 
reglamentariamente. 

6.3 OTRAS RENTAS EXENTAS  

Más allá del ámbito de los residentes en la UE o el EEE el TRLIRNR regula una 
serie de exenciones que responden a diversas cuestiones de política tributaria. 

6.3.1 Rentas derivadas de deuda pública Art. 14.1.d) 

Están exentos los rendimientos derivados de títulos de Deuda Pública obtenidos 
por no residentes sin EP. La exención comprende la Deuda del Estado y sus 
organismos autónomos, la de las Comunidades Autónomas, Diputaciones 
Forales y Corporaciones locales. 

La exención se extiende a las rentas las derivadas de la transmisión, reembolso, 
amortización, etc., de los títulos.  

En esta exención no es relevante la residencia del inversor siendo aplicable 
incluso si es residente en un paraíso fiscal. 

6.3.2 Rentas derivadas de emisiones de participaciones preferentes y deuda 
privada  

Se declaran exentos los rendimientos derivados de emisiones de participaciones 
preferentes y otros instrumentos de deuda privada emitidos por entidades 
financieras u otras entidades cotizadas residentes en España o en la UE, 
siempre que se cumplan las condiciones previstas por la Ley 13/1985 – Disp. 
Adic.2ª –, redacción según Ley 19/2003 y Ley 6/2011. Esta exención sigue 
idénticos parámetros para las rentas derivadas de la Deuda pública. 

6.3.3 Las rentas derivadas de emisiones en España de valores extranjeros 
14.1.e) 

EL TRIRNR declara exentos tanto los rendimientos como las ganancias de 
patrimonio de los siguientes valores: 

- Valores emitidos en España por no residentes, personas físicas o 
entidades, 

- Que sean suscritos también por contribuyentes no residentes sin 
establecimiento permanente,  
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- Es indiferente el lugar de residencia de las instituciones financieras que 
actúen como agentes de pago o medien en la emisión o transmisión de los 
valores. 

No obstante, cuando el titular de los valores sea un EP en territorio español, las 
rentas de estos valores quedarán sujetas al impuesto.  

6.3.4 Las rentas derivadas de la transmisión de valores o reembolso de 
participaciones en mercados oficiales españoles 14.1.i) 

Sigue la relación de exenciones con la referida a las rentas derivadas de la 
transmisión de valores, y las procedentes del reembolso de participaciones en 
fondos de inversión realizadas en mercados secundarios oficiales de valores 
españoles, que obtengan no residentes sin EP. 

La condición para la aplicación de la exención es que los contribuyentes residan 
en un Estado con CDI con cláusula de intercambio de información.  

El alcance de la exención es limitado, ya que normalmente las normas de los 
Convenios no permiten el gravamen de estas rentas en el Estado de la fuente.  

6.3.5 Rendimientos de cuentas bancarias 14.1.f) 

También están exentos los rendimientos de depósitos y cuentas bancarias 
abiertas por no residentes en España que sean contribuyentes del IRNR, 
siempre que el pago no se realice a un EP situado en territorio español.  

Para la aplicación, el art. 14 establece que los rendimientos sean satisfechos por 
el Banco de España o las entidades registradas a las que se refiere la normativa 
sobre transacciones económicas con el exterior. 

En cuanto a la acreditación de la residencia, se hace con un modelo de 
declaración de residencia fiscal que se recoge en la Orden HAP/2487/2014, de 
tal forma que la condición de no residente no hay que acreditarla necesariamente 
con un certificado de residencia fiscal emitido por la Administración Tributaria del 
país correspondiente, basta con cumplimentar y entregar a la entidad financiera 
la declaración de residencia fiscal prevista en la Orden HAP/2487/2014. 

La justificación de la residencia se hace mediante una auto declaración de la 
residencia fiscal por parte del contribuyente ajustándose a un modelo concreto. 
Esta declaración tiene validez indefinida. 

6.3.6 Rentas declaradas exentas por el art. 7 de la LIRPF. art 14.1.a) 

Se aplican a las personas físicas no residentes las exenciones del art. 7 de la 
LIRPF. Incluye, entre otros supuestos: 

● Prestaciones públicas por ayudas de terrorismo. 

● Indemnizaciones por despido o cese trabajador. 

● Premios literarios, artísticos o científicos. 

● Ayudas a deportistas de alto nivel. 

● Becas. Ver consulta de la DGT V1069-17 

Si bien no se incluyen en el art. 7, tanto la DGT en consulta V0941-06, o la 
Audiencia Nacional en sentencia de 26-9-2013, han considerado que las 
cantidades que perciben los trabajadores en concepto de dietas y asignaciones 
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para gastos de viaje formarán parte de la base imponible del IRNR de cada uno 
de dichos trabajadores, si bien quedarán exceptuadas de gravamen. 

6.3.7 Ciertas becas art.14.1.b) 

Están exentas las becas y otras cantidades percibidas por personas físicas, 
satisfechas por las Administraciones públicas, en virtud de acuerdos y convenios 
internacionales de cooperación cultural, educativa y científica o en virtud del plan 
anual de cooperación internacional aprobado en Consejo de Ministros. 

6.3.8 Pensiones Art. 14.1.a) 

El TRLIRNR asimismo declara la exención de las pensiones asistenciales de 
ancianidad para emigrantes españoles al amparo del RD 728/1993. 

6.3.9 Exención parcial en ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión 
de determinados bienes inmuebles. Disposición Adicional Cuarta TRLIRNR 

La Disposición adicional cuarta del TRLIRNR declara exento el 50 por ciento de 
las ganancias patrimoniales que, obtenidas sin mediación de EP, deriven de la 
enajenación de bienes inmuebles urbanos situados en territorio español que 
hubiesen sido adquiridos entre el 12 de mayo y el 31 de diciembre de 2012. 

La exención no resulta de aplicación cuando el inmueble se hubiera adquirido o 
transmitido al cónyuge, a cualquier persona unida por parentesco, en línea recta 
o colateral, por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado inclusive, o a 
una entidad respecto de la que se produzca alguna de las circunstancias 
establecidas en el artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de la 
residencia y de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas. 

Esta exención tenía como objetivo cuando se incluyó estimular la venta de 
activos inmobiliarios de naturaleza urbana en un momento en que las 
transacciones de este tipo de activos no dejaban de disminuir, fue introducida 
por el Real Decreto-ley 18/2012, sobre saneamiento y venta de los activos 
inmobiliarios del sector financiero.  

6.3.10 Los rendimientos de las entidades de navegación internacional Art. 14.3 

En el TRLIRNR se prevé la concesión de exenciones, por parte del Ministro de 
Hacienda, a condición de reciprocidad, para los rendimientos obtenidos por 
empresas de navegación internacional cuyos buques o aeronaves toquen 
territorio español, aunque tengan en éste consignatarios o agentes. 

6.3.11 Rentas derivadas de la cesión de contenedores, buques y aeronaves en 
navegación internacional ART 14.1.g) 

Se dejan exentos los rendimientos y ganancias de patrimonio procedentes del 
arrendamiento, transmisión o cesión de contenedores o de buques y aeronaves 
a casco desnudo, utilizados en navegación marítima o aérea internacional. 
Recordar que el contrato de arrendamiento a casco desnudo es un acuerdo en 
virtud del cual el propietario de un buque (arrendador o fletante) cede al 
arrendatario (fletador) el uso y control total del buque, sin dotación, armamento 
ni tripulación, por un tiempo determinado y a cambio de una renta o canon. El 
fletador contrata la dotación, arma el buque y ejerce su gestión comercial y 
náutica, convirtiéndose de ese modo en naviero. 

En el caso de arrendamientos o cesiones de aeronaves, la exención se aplica 
también cuando el grado de empleo o dedicación a navegación internacional 
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represente más del 50% de la distancia total recorrida por las aeronaves 
utilizadas por la compañía arrendataria. 

Sobre qué debe entenderse por navegación internacional, la consulta de la DGT 
V5263-16 se remite a los CDIs aunque sean Estados sin convenio, como es el 
caso de la consulta, no admitiendo la definición a efectos de IVA. Interpretación 
acogida en la Sentencia de la Audiencia Nacional 29 de junio de 2017. 

La legislación interna española, en el ámbito de la imposición directa, no define 
qué debe entenderse por navegación internacional. Sin embargo, en los 
convenios se establece, en la mayor parte de ellos, siguiendo el criterio del 
Modelo de Convenio de la OCDE, que por navegación internacional debe 
entenderse aquella que se efectúe entre puntos situados en distintos Estados. 

6.4 BENEFICIOS FISCALES EN LA LEY 27/2014 

6.4.1 Dividendos y plusvalías procedentes de entidades de tenencia de valores 
art. 108 de la LIS 

El art. 108.1.c) de la LIS, referido a las Entidades de Tenencia de Valores 
Extranjeros, (ETVE) establece un supuesto de rentas que se consideran no 
obtenidas en territorio español, “los beneficios o participaciones en beneficios 
distribuidos a los socios con cargo a las rentas exentas a que se refiere el artículo 
21 de esta Ley que procedan de entidades no residentes en territorio español o 
a las rentas exentas a que se refiere el artículo 22 de esta Ley obtenidas en el 
extranjero a través de un establecimiento permanente recibirán el siguiente 
tratamiento”: cuando el perceptor sea una entidad o persona física no residente 
en territorio español sin EP, el beneficio distribuido no se entenderá obtenido en 
territorio español, salvo que lo sean en un país o territorio calificado como paraíso 
fiscal (art.108.4). 

De forma paralela, el art. 108.2.b) considera no obtenidas en territorio español 
las rentas obtenidas en la transmisión de la participación, separación de socios 
o liquidación en una ETVE, cuando el perceptor sea una entidad o persona física 
no residente en territorio español, en relación con la renta que se corresponda 
con las reservas dotadas con cargo a las rentas exentas o con diferencias de 
valor, imputables en ambos casos, a las participaciones en entidades no 
residentes que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 21 LIS o a EPs 
que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 22 LIS. 

Tanto el caso de los rendimientos como en las rentas derivadas de la transmisión 
de la participación se aplica la norma anti paraíso del art. 198.4 

6.4.2 Dividendos y plusvalías procedentes de sociedades y fondos de capital 
riesgo. Art 50 LIS  

El art. 50 de la LIS considera no obtenidos en territorio español los dividendos o 
participaciones en beneficios de las entidades de capital riesgo cuando su 
perceptor es una persona física o una entidad contribuyente del IRNR sin EP en 
España. Lo mismo se aplica para las rentas positivas puestas de manifiesto en 
la transmisión o reembolso de acciones o participaciones en el capital de estas 
entidades. 

El art. 50 también contempla una norma anti paraíso que veda la aplicación del 
beneficio fiscal.  
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6.5 OTRAS RENTAS EXENTAS NO RECOGIDAS EN EL TRLIRNR.  

Junto a las exenciones del IRNR, y las ya analizadas de la LIS, podemos 
encontrar otras en otras normas tributarias como: 

• Los rendimientos inmobiliarios imputados a personas físicas con derechos 
de multipropiedad con una duración no superior a dos semanas por año. Art. 85 
LIRPF. 

• Las rentas (intereses, dividendos y plusvalías mobiliarias) procedentes de 
entidades de la zona Especial Canaria, en términos similares a la exención 
prevista a favor de residentes en la UE, exceptuándose del beneficio a los 
residentes en países sin efectivo intercambio de información. 

• Rentas que se declaran exentas por la celebración de eventos 
específicos. Sirva como ejemplo el Real Decreto 27/2018 sobre la «UEFA 
Champions League 2019» y «UEFA EURO 2020»  

• Exenciones que afectan a funcionarios de determinados organismos 
internacionales (Naciones Unidas, UE). Las normas de estos organismos 
muchas veces establecen una exención en los impuestos nacionales de los 
rendimientos que perciban los trabajadores de estos organismos, ya que suelen 
estar sometidos a un impuesto específico. Ejemplo las consultas de la DGT 
V0429-17 o V2186-18. 

• La Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961 y el 
Convenio de Viena sobre Relaciones Consulares, establecen una exención 
impositiva para determinados funcionarios y diplomáticos sobre determinado tipo 
de rentas. Con carácter general tanto el personal diplomático como el consular 
destacado en España van a tener la consideración de no residentes. Esta 
exención no es completa ya que hay una serie de rentas que se relacionan en 
estos Convenios que sí tributan. 

6.6 RENTAS EXENTAS EN VIRTUD DE LOS CONVENIOS PARA EVITAR LA 
DOBLE IMPOSICIÓN 

Por último, en este apartado de rentas exentas, hay que tener en cuenta todo el 
elenco de rentas que en virtud de los CDIs atribuyen la potestad exclusiva de 
gravar al Estado de residencia, considerándose exentas en el Estado de la 
fuente. Muchas de estas rentas serían gravables en España por la aplicación del 
art. 13 de la LIRNR.  

A título ejemplificativo, se pueden considerar exentas según el Modelo de 
Convenio las rentas que se enumeran, si bien habrá que tener en cuenta cada 
uno de los convenios firmados por España para concretar cada uno de los 
supuestos concretos de exención. 

- Art. 5. Rentas empresariales y profesionales obtenidas sin EP. 

- Art. 8. Beneficios de las empresas de navegación marítima o aérea 
dedicadas al tráfico internacional. 

- Art. 12. Cánones.  

- Art. 13.5 Ganancias de capital mobiliarias. 

- Art. 15.1 Rentas del trabajo. 

- Art. 18. Pensiones privadas. 
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- Art. 21. Otras rentas. 
 
7. ACREDITACIÓN DEL DERECHO A LA EXENCIÓN.  

El art. 10.2 b) del Reglamento del IRNR regula el modo de acreditar el 
cumplimiento de los requisitos para la aplicación de una exención, con 
independencia de que dicha exención figure en un CDI o en el artículo 14 del 
LIRNR. 

“b) En el caso de exenciones, mediante los documentos justificativos del 
cumplimiento de las circunstancias que determinan la procedencia de su 
aplicación, sin perjuicio de la obligación de declarar prevista en el apartado 5 
del artículo 31 de la Ley del Impuesto.” 

El artículo 17.2 de la Orden EHA/3290/2008 establece que la acreditación debe 
hacerse con un certificado de residencia con dos modalidades: 

- Exenciones derivadas de la norma interna, mediante un certificado de 
residencia. 

- Exenciones derivadas de la aplicación de un CDI, con un certificado de 
residencia fiscal expedido por la autoridad fiscal correspondiente, en el que 
deberá constar expresamente que el contribuyente es residente en el sentido 
definido en el Convenio. 

Los certificados de residencia mencionados tendrán un plazo de validez de un 
año a partir de la fecha de su expedición. 

Junto a estas reglas generales para acreditar la exención hay reglas específicas 
para algunos tipos de rentas. 

En el caso de los rendimientos de cuentas bancarias del art 14.1.f) la justificación 
de la residencia se hace mediante una auto declaración de la residencia fiscal 
por parte del contribuyente ajustándose a un modelo concreto (Orden 
HAP/2487/2014.). Esta declaración tiene validez indefinida. 

Y en para las IIC comunitarias y fondos de pensiones (D.A Tercera Rgto. IRNR) 
La acreditación de que es una de las IIC que cumple las condiciones establecidas 
en la Directiva 2009/65/CE, se realizará mediante un certificado emitido en ese 
sentido por la autoridad competente del Estado de origen de la institución, el cual 
gozará de validez indefinida. Para ciertas instituciones mediante declaración 
formulada por los representantes de la institución o de su entidad gestora. Esta 
declaración tendrá un plazo de validez de un año a partir de la fecha de su 
expedición.  
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